Conflicto Competencial

228/21 

San Luis Potosí, S.L.P., a 13 trece de enero de 2022 dos mil veintidós.

Visto para resolver el Toca ELIMINADO, formado con motivo del conflicto competencial suscitado entre el Juez Octavo del Ramo Penal de ésta capital y el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, Región Centro y Altiplano del Estado, en la causa ELIMINADO, instruida en contra de ELIMINADO, por el delito de ROBO CALIFICADO en agravio de “ELIMINADO; y, 
R E S U L T A N D O
ÚNICO:  En proveído datado el 25 veinticinco de noviembre de 2021 dos mil veintiuno, se tuvo por recibido oficio  ELIMINADO, signado por el Licenciado  ELIMINADO, Juez Octavo del Ramo Penal, al que acompañó el duplicado del proceso penal número ELIMINADO, instruido en contra de  ELIMINADO, por el delito de ROBO CALIFICADO, en perjuicio de la persona moral “ ELIMINADO ”, a fin de que se resuelva el conflicto competencial suscitado con Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, Región Centro y Altiplano del Estado; se ordenó formar el Toca correspondiente, se citó para resolver y se turnó a la Magistrada Ponente para la formulación del proyecto de resolución; y, 

C O N S I D E R A N D O: 
PRIMERO: Competencia. Este Tribunal en Pleno, es competente para conocer y resolver la controversia competencial, suscitada entre juzgadores con residencia en el Estado, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 91, fracciones I, XII y XIII de la Constitución Política del Estado; 11 y 14, fracciones I y XIV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, y 18, fracción I, del Código de Procedimientos Penales. 
SEGUNDO: Estudio. Este Tribunal en Pleno, determina que la competencia para conocer de la etapa de ejecución en el proceso penal de [image: image1.jpg]\N‘Dl)\
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origen, es del Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la Región Centro y Altiplano en el Estado. 
Para una mejor comprensión de esta determinación, se estima conveniente reseñar los antecedentes relacionados con la cuestión en análisis: 

El 15 quince de diciembre de 2005 dos mil cinco, el Agente del Ministerio Público del fuero común investigador, ejercitó acción penal sin detenidos, en contra de ELIMINADO y ELIMINADO, como probables responsables de la comisión del delito de ABUSO DE CONFIANZA, previsto y sancionado por el artículo 207, párrafo tercero, del Código Penal de anterior vigencia, en agravio de “ELIMINADO. 
El 1º primero de marzo de 2006 dos mil seis, el Juez Octavo del Ramo Penal de este Distrito Judicial, libró orden de aprehensión en contra de los indiciados de mérito, por el delito de ROBO CALIFICADO, al reclasificar los hechos materia de la consignación. 

El 09 nueve de agosto de 2008 dos mil ocho, ELIMINADO fue puesto a disposición de la Secretaria de Acuerdos del Juzgado Octavo del Ramo Penal, encargada del despacho por Ministerio de Ley, quien el día 11 once del mismo mes y año, lo examinó en vía de preparatoria, le concedió su libertad provisional bajo caución, la cual previa solicitud de reducción y concesión en parcialidades, obtuvo el día 14 catorce del citado mes y año. 

El 15 quince de agosto de 2008 dos mil ocho, la Secretaria de Acuerdos del Juzgado del conocimiento, encargada de Despacho por Ministerio de Ley, dictó Auto de Formal Prisión, en contra de ELIMINADO, por el delito de ROBO CALIFICADO, en perjuicio de “ELIMINADO determinación que fue confirmada el 10 diez de diciembre de 2008 dos mil ocho, por la Primera Sala del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, en el Toca número ELIMINADO. 
Sustanciado el proceso, el 04 cuatro de junio de 2009 dos mil nueve, el A quo dictó sentencia condenatoria en contra de ELIMINADO, por su responsabilidad penal en la comisión el delito de ROBO CALIFICADO, en agravio de la persona moral en cita y le impuso 06 SEIS AÑOS DE PRISIÓN y sanción pecuniaria de $ELIMINADO; sentencia que fue confirmada en fallo del 05 cinco de febrero de 2010 dos mil diez, dictado por la Sala Auxiliar del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, en el Toca ELIMINADO. Por auto del 12 doce de febrero de 2010 dos mil diez, el Juez Octavo del Ramo Penal, declaró que la sentencia de que se trata, causó ejecutoria y dada la pena de SEIS AÑOS DE PRISIÓN que fue impuesta a ELIMINADO, libró orden de aprehensión (sic) en su contra. 

Sin embargo, dado el amparo indirecto  ELIMINADO  en contra de la orden de captura, promovido por el sentenciado de mérito, con suspensión del acto reclamado, del cual conoció el Juzgado Segundo de Distrito en el Estado, el Juez natural en el mismo proveído del 12 doce de febrero de 2010 dos mil diez, reservó el envío de la orden de aprehensión al Procurador General de Justicia del Estado; dicho amparo fue sobreseído el 02 dos de marzo de 2010 dos mil diez, cuya determinación causó ejecutoria el 22 veintidós de marzo de esa anualidad. 
Mediante fallo del 15 quince de abril de 2010 dos mil diez, dictado por el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito en el Estado, en el Juicio de Amparo directo penal número ELIMINADO promovido por ELIMINADO, por conducto de su Defensor, en contra de la resolución dictada por la Sala Auxiliar, que confirmó la sentencia condenatoria dictada por el Juez natural, le fue negada la protección de la justicia federal.  En auto del 06 seis de mayo de 2010 dos mil diez, el A quo tuvo por recibido el oficio enviado por el Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, en el que comunicó el fallo que negó al sentenciado, la protección de la Justicia federal y oficio signado por el Magistrado Presidente de la Sala Auxiliar que conoció del recurso de apelación, en el que de igual forma comunicó la negativa del amparo. 
El 11 once de octubre de 2021 dos mil veintiuno, el Juez Octavo del Ramo Penal se declaró incompetente para seguir conociendo de la etapa de ejecución de sanciones y la declinó a favor del Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad en turno, al considerar aplicable la Ley Nacional de Ejecución Penal. 

Por acuerdo del 09 nueve de noviembre de 2021 dos mil veintiuno, el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la Región Centro y Altiplano del Estado, ordenó registrar la causa bajo el número  ELIMINADO nombró como defensor del sentenciado, al Público de su adscripción, sin perjuicio de que aquel nombrara uno dentro del término que le concedió y ordenó turnar la causa, para resolver respecto de la extinción de las penas y medidas de seguridad a que fue condenado  ELIMINADO por el delito de ROBO CALIFICADO.  
Sin embargo, el 11 once de noviembre de 2021 dos mil veintiuno, dicho Juzgador, determinó que no es posible iniciar la etapa de ejecución penal, en virtud de que el Juez de origen, libró orden de aprehensión en contra del sentenciado ELIMINADO sin que a la fecha actual se haya cumplimentado; se consideró que el sentenciado se encuentra sustraído de la acción de la justicia y en consecuencia, ordenó regresar dicho proceso al Juez de origen, para que cuando sea puesto a su disposición, remitiera de nueva cuenta al Juez de Ejecución Penas y Medidas de Seguridad de la Región Centro y Altiplano en el Estado en turno, la causa penal debidamente integrada, dejando a su disposición al sentenciado de mérito para iniciar la etapa de ejecución penal.
El 19 diecinueve de noviembre de 2021 dos mil veintiuno, el Juez Octavo del Ramo Penal, determinó que no comparte el criterio del Juez de Ejecución, dado que la orden de aprehensión a que se refiere, fue librada bajo la vigencia del Código de Procedimientos Penales, que a la fecha no es aplicable en cuanto a la ejecución de sentencias, aunado a que rige de manera exclusiva la Ley Nacional de Ejecución Penal, que otorga competencia al Juez de Ejecución para conocer de todos los actos de dicha etapa, de ahí que, ordenó la remisión del duplicado del proceso penal a la Secretaría General del Supremo Tribunal de Justicia para la resolución de dicho conflicto competencial. 
Bajo esa reseña de antecedentes, se advierte que la situación jurídica que prevalece en la causa criminal de origen, es el hecho de que  ELIMINADO se encuentra gozando de beneficio de su libertad provisional bajo caución, la cual produjo efectos mientras era pronunciada la sentencia definitiva, misma que se encontró subjúdice, al haber sido recurrida, tanto en apelación, como en amparo, el cual fue resuelto por el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, en el expediente  ELIMINADO el 15 quince de abril de 2010 dos mil diez, esto es, en esa fecha causó ejecutoria por ministerio de ley y materialmente era posible su ejecución cuando el A quo recibió y acordó los comunicados correspondientes, esto es, en el auto de 06 seis de mayo de 2010 dos mil diez.  
Luego entonces, el hecho de que en auto del 12 doce de febrero de 2010 dos mil diez, el Juez de origen determinara librar orden de aprehensión (sic) cuyo comunicado al Procurador suspendió, virtud al amparo indirecto promovido por el aquí sentenciado, materialmente no es ejecutable en la actualidad, en principio, porque no se mandó el comunicado respectivo, luego, por la promoción del amparo directo reseñado en antecedentes promovido en contra de una orden de captura –que fue sobreseído- y en tercer lugar, por la promoción del amparo directo en contra de la resolución que confirmó la sentencia natural. 

De ahí que, resulta equívoco, el argumento del Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la Región Centro y Altiplano del Estado, en el sentido de que no es posible iniciar la etapa de ejecución, en virtud del libramiento de tal orden de captura, dado que, como ya se vio, materialmente imposible su ejecución, pues en el auto en que el Juzgador recibió el comunicado de la negativa del amparo promovido por el sentenciado de mérito, no se pronunció respecto a este tópico, ni se advierte del examen de la causa en estudio, un comunicado tendiente a la solicitud de la ejecución de la orden de aprehensión a que se refiere el Juez de Ejecución. 
Se suma a todas aquellas circunstancias, el hecho de que, en la temporalidad acaecida, desde que la sentencia adquirió la categoría de cosa juzgada, a la fecha, entró en vigor la Ley Nacional de Ejecución Penal. 

Ahora bien, en atención al principio de retroactividad benigna en materia penal, previsto en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, permite la aplicación de una ley posterior, si ésta es más benéfica para el gobernado, como es el caso del numeral 102, tercer párrafo de la Ley Nacional de Ejecución Penal que establece:
“……Si el sentenciado se encuentra en libertad y se dicta una sentencia condenatoria sin otorgamiento de algún sustitutivo penal, el Juez de Ejecución lo requerirá para que en el plazo de cinco días se interne voluntariamente, y en caso de no hacerlo, ordenará su reaprehensión inmediata...”. 

A mayor abundamiento, el artículo tercero transitorio de dicha ley, deriva que el legislador no prohibió expresamente que ésta se aplicara retroactivamente, al hacer referencia, que debe observarse el principio pro persona establecido en el artículo 1o. del Pacto Federal. 

Adicionalmente, el artículo en consulta, establece que: “…A partir de la entrada en vigor de la presente Ley, se derogan todas las disposiciones normativas que contravengan la misma…”.

Luego entonces, acorde con el artículo 100 de la Ley Nacional en consulta, será el Juez de Ejecución, quien:  

“…dará trámite a los procedimientos que correspondan a la Ejecución de Sentencia, para dar cumplimiento al fallo emitido por el Juez de Control o Tribunal de Enjuiciamiento en los términos establecidos por esta Ley, por el Código y demás leyes penales aplicables”.


De igual forma, el numeral 101 de la Ley en cita, establece que será el Juez de Ejecución, quien deberá cumplimentar las sentencias condenatorias y firmes. 

En mérito de lo anterior, el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la Región Centro y Altiplano en el Estado, es la autoridad judicial competente para conocer del procedimiento de ejecución relacionado con la sanción y demás consecuencias jurídicas impuestas a  ELIMINADO, en la sentencia condenatoria dictada el 04 cuatro de junio de 2009 dos mil nueve, confirmada el 05 cinco de febrero de 2010 dos mil diez, por la extinta Sala Auxiliar, cuyo amparo fue negado el 15 quince de abril de 2010 dos mil diez, por el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito. 
De ahí que, corresponde al Juez del proceso, remitir al Juez de Ejecución en comento, la sentencia ejecutoriada y constancias necesarias a efecto de que el juzgador aperture el procedimiento de Ejecución. 

Por lo expuesto y fundado es de resolverse y se resuelve:
PRIMERO:  Este Tribunal en Pleno, es competente para conocer y resolver el conflicto competencial suscitado entre los Titulares de los Juzgados Octavo del Ramo Penal de ésta capital y Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, Región Centro y Altiplano del Estado.
SEGUNDO: Es competente el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la Región Centro y Altiplano en el Estado, para conocer del procedimiento de ejecución derivado de la causa penal ELIMINADO, instruida en contra de ELIMINADO, por el delito de ROBO CALIFICADO, en agravio de ELIMINADO. 
TERCERO: Con copia certificada de la presente resolución, remítase el duplicado de la causa, al Juez Octavo del Ramo Penal, para que proceda a remitir las constancias necesarias, al Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la Región Centro y Altiplano en el Estado, quien de igual forma, se ordena remitir copia certificada de este fallo. 
CUARTO:  Notifíquese personalmente, comuníquese y cúmplase. 
A S I, por mayoría de 15 votos a favor de los Magistrados Olga Regina García López, Ma. Guadalupe Orozco Santiago, José Armando Martínez Vázquez, Carlos Alejandro Robledo Zapata, Luz María Enriqueta Cabrero Romero, Rebeca Anastacia Medina García, Juan Paulo Almazán Cue, María Manuela García Cázares, María América Onofre Díaz, Armando Rafael Oviedo Abrego, Silvia Torres Sánchez, Alma Delia González Centeno, Jesús María Ponce de León Montes, Adriana Monter Guerrero, Graciela Treviño Rodríguez, un voto en contra del Magistrado Alejandro Hernández Castillo, quienes integran el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, siendo ponente la Magistrada María Manuela García Cázares, quienes actúan con Secretaria General de Acuerdos, Licenciada Ma. del Rosario Torres Mancilla, que autoriza y da fe.  
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